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Introducción

Las Asignaciones Familiares – Plan de
Equidad (AFAM-PE) surgen en el año 2007
al aprobarse la nueva ley de Asignaciones
Familiares, consolidando las Políticas de
Transferencia Condicionada (PTC) que venían
surgiendo en el entramado del sistema de pro-
tección social de Uruguay. Las nuevas AFAM-
PE mantenían la estructura clásica de asigna-
ciones familiares destinadas a hogares con
menores de 18 años, pero a diferencia de las

anteriores (creadas en 1942) ampliaron con-
siderablemente la cobertura en los sectores
más pobres, estableciendo nuevos umbrales
de acceso con el objetivo de abarcar a todos
los hogares vulnerables con hijos en los pri-
meros dos deciles de ingresos, a la vez que
aumentaron su monto considerablemente.
Asimismo, las nuevas AFAM-PE se desliga-
ban del trabajo formal y mantenían las condi-
cionalidades en educación y salud. La refor-
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ma tuvo como resultado la consolidación de
una PTC como elemento permanente de la
matriz de bienestar, fortaleciendo un nuevo
polo de protección no contributivo.

En el presente artículo pretendemos anali-
zar dicha política tanto en su implementación
e impacto, como en los límites que la estruc-
tura que asumió le impone. Para ello parti-
mos de las ideas de Cecchini (2011) sobre las
PTC, quien señala que estas están conforma-
das a partir de una lógica dual, donde se con-
juga lo asistencial y lo promocional: una pers-
pectiva a corto plazo, que al tornarse perma-
nente tiende a reconocer las causas estructu-
rales de la pobreza y la necesidad de otorgar
ingresos básicos de vida, y una a largo plazo,
desde un abordaje que enfatiza la importan-
cia de la formación de capital humano para
superar la pobreza. Si bien no se trata de ob-
jetivos contradictorios, sino que complemen-
tarios, su presencia articulada y condensada
en una sola política hacen visibles las tensio-
nes en los énfasis de cada mirada, e invitan a
pensar en los fundamentos que cimientan las
políticas y sus objetivos, en este caso, las
AFAM-PE como forma concreta de PTC.

Desde este punto de partida analizamos en
primer lugar el marco normativo desde el que
parten las AFAM-PE, para después analizar
su implementación e impactos. Finalmente
planteamos algunas críticas que desde diver-
sos autores se hacen a dichas políticas, pen-
sando en nuestro caso en las AFAM-PE, y su
papel como política que busca intervenir di-
rectamente sobre la pobreza.

1. Marco normativo

Para analizar las AFAM-PE es necesario
en primer lugar pensar en sus aspectos nor-
mativos. Este primer paso nos va a permitir
indagar sobre las formas en que se
problematiza la pobreza, y en consonancia con
ello analizar cómo se concreta el modelo de
la PTC en el país. El primer paso por tanto
será analizar el papel asignado a las AFAM-
PE dentro de la matriz de bienestar de Uru-
guay, para comprender como es reapropiado
el instrumento de las PTC y cuáles son los

fundamentos de la política y sus objetivos,
complementando después el análisis con la
Ley 18.227 que instituye la política de AFAM-PE.

Pues bien, las AFAM-PE surgen como uno
de los ejes centrales del nuevo polo de pro-
tección instituido con el Plan de Equidad del
2007 en el primer gobierno del Frente Am-
plio (2005-2009), y la creación de la Red de
asistencia e integración social (RAIS), que
establecía un doble objetivo: transferir recur-
sos para reducir los niveles de pobreza e indi-
gencia, y servir de “puente” entre la pobla-
ción vulnerable y los servicios básicos uni-
versales, de forma de mejorar el capital hu-
mano de estos sectores en el mediano y largo
plazo.

En este sentido, en el documento de la
Reforma Social (2011) se afirma que los com-
ponentes de la RAIS “al tiempo que aportan
un amparo inmediato a quienes padecen si-
tuaciones de exclusión o vulnerabilidad, de-
ben incorporar un mayor componente
promocional en sus actividades previendo
mecanismos para facilitar el acceso y vincu-
lar a sus beneficiarios a los servicios socia-
les universales” (CNPS, 2011: 11). Consti-
tuida así, la RAIS depende entonces de su vin-
culación con el resto de la matriz de protec-
ción para cumplir sus objetivos.

Dentro de este marco, la formulación de
las AFAM-PE se tornaban un elemento cen-
tral de la RAIS, ya que su lógica dual y foca-
lizada permitía transferir recursos hacia los
sectores vulnerables para aliviar la pobreza a
corto plazo, y facilitar el acceso a los bienes y
servicios universales, a través de contrapres-
taciones en salud y educación, con la meta de
fortalecer las capacidades a mediano plazo.
Las AFAM-PE surgían así, como una “bisa-
gra” de la matriz de protección, articulando
las políticas universales con el eje asistencial.
Ahora bien, es menester señalar que subyacen
a estos objetivos dos formas de problemati-
zar la pobreza, que al materializarse en torno
de una sola política pueden generar tensiones
que impidan el fortalecimiento de una de las
líneas de acción de la política. En este senti-
do, si queremos comprender la lógica que guía
a las AFAM-PE debemos analizar cómo se
presentan estas funciones, tanto en el marco
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normativo, como en su implementación.
En este sentido, primeramente, vale seña-

lar que la definición misma de la transferen-
cia denota la tendencia promocional de la po-
lítica, al constituirse como una transferencia
para hogares vulnerables con menores a car-
go, y no tan solo para hogares vulnerables. El
énfasis en la transferencia para los menores
muestra la importancia que se le asigna a esta
la etapa de la vida para la formación de los
individuos, y de sus posibilidades para el fu-
turo. Ahora bien, podría decirse también que
los hogares pobres en su mayoría tienen me-
nores, por lo que una transferencia de este tipo
logra abarcar a una gran cantidad de hogares
pobres. Sin embargo, ello no quita importan-
cia a la lógica de fondo, por menos que sean
los adultos pobres sin hijos que no reciben la
prestación.

En relación al aspecto promocional, las
condicionalidades se establecen en torno a la
salud (controles periódicos) y la educación
(inscripción y concurrencia asidua del bene-
ficiario a institutos docentes de educación for-
mal o no formal, públicos o privados, a ex-
cepción de beneficiarios discapacitados) (Ley
18.227). La ley establece asimismo que ante
el incumplimiento de estas condiciones, se
procederá a la suspensión del pago.

En cuanto a la función propiamente asis-
tencial de asegurar ingresos mínimos, la nor-
mativa establece un aumento significativo de
los montos con referencia a las anteriores
AFAM, a la vez que indexa el valor de la trans-
ferencia al Índice de Precios al Consumo, bus-
cando mantener su capacidad de compra en
el mercado. Por otro lado, la ley establece
montos diferenciales según niveles educati-
vos, así como niveles mínimos de aprobación
por edades para recibir el beneficio: hasta los
14 años se recibe en todos los casos, hasta los
16 si se logra comprobar que el adolescente
no completo primaria hasta los 14 por impe-
dimentos justificados, y hasta los 18 si el be-
neficiario cursa estudios superiores a prima-
ria (Ley 18.227, 2007: 3) Estos límites de
aprobación limitan por tanto el papel asisten-
cial de la política, por lo que funcionan de
hecho como condicionalidades extras a las es-
tablecidas a priori.

En referencia a los mecanismos de selec-
ción de beneficiarios, la focalización propues-
ta responde a una perspectiva multidimensio-
nal de la pobreza. Así es que la ley 18.227
establece que “la determinación de los hoga-
res que se encuentren en situación de vulne-
rabilidad socio-económica se harán tenién-
dose en cuenta los siguientes factores: ingre-
sos del hogar, condiciones habitacionales y
del entorno, composición del hogar, caracte-
rísticas de sus integrantes y situación sanita-
ria” (Ley 18.227, 2007: 2).

Al analizar el marco normativo general de
la política podemos afirmar que la AFAM-PE
se construye con el objetivo general de cum-
plir las dos funciones típicas de las PTC, si
bien sus condiciones de acceso y de egreso
suponen una tendencia de fortalecimiento de
las condicionalidades que podría limitar el im-
pacto asistencial de la política. Por otro lado,
la AFAM-PE fue pensada como uno de los
ejes de articulación entre el nuevo polo de
políticas y la matriz tradicional, buscando for-
talecer a este ultimo a través de su rol
promocional y por tanto por medio de las con-
dicionalidades y del ingreso en tanto incenti-
vo, y no en tanto sustento económico. En este
sentido, en cuanto mecanismo de articulación
entre las esferas de protección, adquiere es-
pecial relevancia el cumplimiento de las con-
dicionalidades, en tanto son estas las que per-
miten insertar a los individuos en los servi-
cios clásicos de bienestar social (educación y
salud).

El marco normativo presentado expresa por
tanto el carácter híbrido de esta política, a la
vez que nos permite vislumbrar la preeminen-
cia de una de sus funciones, y el papel parti-
cular que le es asignado dentro de la matriz
de bienestar. A partir de este marco normati-
vo es necesario analizar a continuación de qué
forma se implementa y que características asu-
me la política una vez puesta en acción.

2. Las AFAM-PE en acción

Presentamos en primer lugar las caracte-
rísticas más generales de la política (gasto y
cobertura), para después abocarnos a los ejes
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constitutivos de las PTC: la focalización, y
las funciones de ingreso y capacidades. En lo
que refiere a la prioridad fiscal y macroeco-
nómica que asumieron las AFAM-PE, y por
tanto la prioridad dentro de la matriz de bie-
nestar, podemos apreciar en la tabla 1 que es-
tas no implican un gran peso fiscal para el
Estado, ni en referencia al PBI (0,37% en el
año 2011), ni al GPS (1,74% en el mismo año),

y además su peso ha ido disminuyendo a par-
tir del 2010, lo que puede responder a la dis-
minución de sus beneficiarios.2 En este senti-
do, vale señalar que el porcentaje es similar a
los registrados en otros países, y por tanto no
parece haber una priorización particular de
estas políticas en Uruguay, sino más bien una
apropiación convencional del instrumento de
PTC en cuanto al gasto social (Cecchini, 2011: 96).

Fuente: Observatorio Social MIDES.

Tabla 1. Gasto público en Asignaciones Familiares 2008-2011 (en porcentajes)

En cuanto a la cobertura, observando la gráfica 1 podemos apreciar que esta creció desde
su implementación en el 2008 hasta el 2011, y comienza a disminuir a partir del 2012, lo que
se debe principalmente a la mejora en los índices de pobreza e indigencia que redujeron el
público elegible en base a los criterios de focalización.

Gráfica 1. Cobertura AFAM-PE (cantidad absoluta)

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Boletín Estadístico del BPS
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Por otro lado, en lo que refiere a la focali-
zación de la política propuesta en la Ley, po-
demos afirmar que los mecanismos de elec-
ción lograron lo propuesto, alcanzando una
amplia cobertura en los sectores vulnerables,
y por tanto, en los grupos sobre los que pre-
tendía intervenir. Los datos corresponden al
año 2004, 2006 (ambos son anteriores a la re-
forma de las AFAM-PE) y 2011 (posteriores
a la reforma), por lo que permiten observar el
impacto de los nuevos mecanismos de selec-

ción. Podemos apreciar que la cobertura en
los primeros dos deciles pasa de un 26,2% y
17,7% de los hogares en el año 2004, a un
64,4% y 52,1% respectivamente para el año
2011 (Gráfica2). Dentro de los hogares con
menores de 18 años (es decir, que contengan
a su grupo objetivo), el cambio es todavía
mayor, cubriendo en el 2011 al 83,9% y 66,7%
en los primeros deciles, en comparación con
el 29,8% y 21,6% en el año 2004 (Gráfica3).

Gráfica2. Cobertura de las AFAM (2004-2006) y AFAM-PE (2011) por deciles de in-
greso per cápita.En el total de los hogares. Localidades de 5000 habitantes y más

Fuente: Vigorito, 2013: 120

2 Si tenemos en cuenta que la cobertura se mantiene estable e incluso desciende hacia el 2013 y que el monto se
mantiene estable, es de esperar que se mantengan estables los porcentajes para los años siguientes.
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Una vez presentadas estas características
generales indagamos a continuación sobre la
estructura dual (y a priori complementaria)
que asume la AFAM-PE. Presentamos para
ello los montos de la prestación y su capaci-
dad desmercantilizadora, así como la aplica-
ción de sanciones por incumplimiento de las
condicionalidades y sus consecuencias sobre
la cobertura, buscando indagar sobre la im-
plementación concreta de los ejes constituti-
vos de la política.

En relación al monto de la transferencia,
en el caso de la AFAM-PE este se determina
según la cantidad de beneficiarios y el nivel
educativo que estén cursando, a través de una
escala progresiva de valores (desde una pers-
pectiva de economías de escala). La ley 18.227
del año 2007 establece el valor base en $700
para los niños que estén cursando primaria,
multiplicando ese valor por el número de be-
neficiarios del hogar elevando el resultado al
exponente 0,6. En el caso de los beneficiarios
que estén cursando educación media se esta-
blece un incremento de $300 ($1000 en total)
con el mismo mecanismo de proporcionali-
dad por cada beneficiario que asista al liceo.
No se establecen máximos de cobro en el sis-

tema, dependiendo el monto final enteramen-
te de la cantidad de beneficiarios (Ley 18.227,
2007).

Si tenemos en cuenta que el monto de las
AFAM no contributivas en el año 2004 repre-
sentaban el 16% del salario mínimo (desvalo-
rizado en ese momento), la prestación míni-
ma se ubica en el entorno de los $298 en pre-
cios constantes del 2010, mientras que las
AFAM-PE representan en su entrega mínima
$795, también en precios del 2010. Asimis-
mo vale señalar que la prestación pasa de es-
tar indexada a un salario mínimo creciente-
mente desvalorizado durante toda la década
de 1990 y los primeros años del 2000, a
indexarse al IPC (y por tanto a la inflación),
asegurando mantener su poder de compra.

Cabe preguntarse entonces si este aumen-
to en el valor de la transferencia, junto a su
mayor cobertura en los sectores vulnerables,
logra cumplir un papel importante como su-
plemento del ingreso para cubrir las necesi-
dades básicas. Es decir, en qué medida la trans-
ferencia tiene un carácter desmercantilizador
sobre los ingresos necesarios para subsistir.
En tal sentido, señala Vigorito (2013) que las
transferencias por AFAM-PE en promedio

Gráfica 3. Cobertura de las AFAM (2004-2006) y AFAM-PE (2011) por deciles de
ingreso per cápita. Hogares con menores de 18 años. Localidades de 5000 habitantes y
más

Fuente: Vigorito, 2013: 121
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representan el 10% de la línea de pobreza, y
un 30% de la Canasta Básica de Alimentos
(línea de la indigencia), por lo que parece te-
ner alguna relevancia en relación a un nivel
mínimo de subsistencia.

Asimismo, la transferencia monetaria de
la AFAM-PE representa en promedio el 20,1%
de los ingresos totales de los hogares del pri-
mer decil que reciben la prestación, y un
13,8% en el segundo decil (Gráfica 4). Por

otro lado, si comparamos el peso de las
AFAM-PE con otras transferencias de renta
del Estado en los ingresos de los hogares de
los primeros dos deciles, apreciamos que la
primera es notoriamente más reducida que las
jubilaciones, pensiones y seguro de desem-
pleo, siendo apenas superior al peso relativo
de la TUS (Gráfica 5). El monto promedio de
la transferencia es también notoriamente me-
nor (Tabla 2).

Gráfica 4. Participación del ingreso por AFAM-PE en el ingreso total de los hogares
por decil de ingresos per cápita 2011

Fuente: Vigorito, 2013: 123

Gráfica 5. Participación de las transferencias en los ingresos de los hogares (primeros
dos deciles de ingreso)

Fuente: Vigorito, 2013: 123
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Queda claro a través de los datos presen-
tados el carácter marginal que tiene la AFAM-
PE en la matriz de bienestar como mecanis-
mo de sostenimiento de ingresos frente a otras
transferencias de renta, incluso en los hoga-
res de los dos primeros deciles. Si tenemos en
cuenta que las jubilaciones y las pensiones son
para los adultos de edad avanzada, que el se-
guro de desempleo es temporal y esta inexo-
rablemente asociado al trabajo formal, y que
la transferencia monetaria no contributiva de
mayor impacto es la pensión a la vejez, nos
encontramos con que las transferencias desli-
gadas del trabajo formal (en particular la
AFAM-PE) no logran sostener niveles acep-
tables de ingreso, que desmercantilicen en
grados relevantes la dependencia al mercado
laboral, sino mas bien asistir a partir de una
lógica mínima de subsistencia (aportando 1/3
de la canasta básica de alimentos como se se-
ñaló).

Vale decir que mas allá de que la política
cubra el 20% de los ingresos de los hogares
beneficiados en el primer decil, ello no quita
el carácter mínimo de la transferencia, sino
mas bien llama la atención sobre la situación
aún acuciante de estos sectores de la pobla-
ción, y sobre la importancia de las transferen-
cias monetarias, por mínimas que sean, para
que muchos hogares alcancen niveles acepta-

bles de ingreso. Podemos decir entonces que
este eje de la AFAM-PE no parece ser la prio-
ridad para el sistema de protección, concre-
tándose apenas como un subsidio para alcan-
zar niveles mínimos biológicos de existencia.
Debemos por tanto analizar a continuación el
papel de las condicionalidades en la política
estudiada.

En relación a estas, primeramente, debe-
mos señalar el significativo aumento de la
transferencia cuando los beneficiarios concu-
rren a educación secundaria, siendo este su-
perior al 40 % de quienes van a primaria. En
este caso aparece con fuerza la función
promocional de la transferencia monetaria, ya
que este aumento busca fortalecer el carácter
de incentivo de la transferencia, dado los al-
tos índices de abandono en la educación se-
cundaria.

En lo que refiere a las suspensiones de los
pagos por incumplimiento, si bien no dispo-
nemos de datos sistemáticos, estos se concen-
tran según información de la página del BPS
en el incumplimiento de la condicionalidad
de asistencia a centros educativos. Según los
datos del boletín informativo del BPS, en el
año 2013 se dio de baja al 6 % de los benefi-
ciarios por esta causa, y a un 3 % en el 2014.3

Vale decir además que los hogares que dejan
de cobrar la prestación pueden volver a soli-

Tabla 2. Valor promedio mensual por hogar de las principales transferencias
En pesos corrientes del 2010

Fuente: Vigorito, 2013: 123
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citarla al siguiente mes en caso de documen-
tar el cumplimiento de las condicionalidades.

Por otro lado, podemos pensar en las con-
secuencias sobre la cobertura que traen apa-
rejadas las condicionalidades y sus sanciones,
de forma de indagar los límites que estas im-
ponen a la función de sostenimiento de ingre-
sos. En tal sentido, dado que la asistencia es-
colar está generalizada en el ciclo primario,
las barreras impuestas por las sanciones de
incumplimiento se dan principalmente en se-
cundaria, debido a los altos porcentajes de
abandono en la enseñanza media entre los
menores de 13 y 17 años, y en especial, en
aquellos que pertenecen al primer y segundo
decil de ingresos.

En este sentido, Vigorito (2013) señala que
si consideramos la proporción de hogares con
menores de 18 años que no reciben AFAM-
PE, esta crece con la edad de los mismos.
Mientras que los hogares con menores entre
6 y 13 años que no reciben la transferencia
constituyen un 6,7 % y 14,3 % en el primer y
segundo decil respectivamente, aquellos ho-
gares con menores de 14 a 17 años que no
reciben AFAM-PE representan un 11,5 % y

17,9% respectivamente (Tabla 3). Asimismo,
encontramos un amplio conjunto de hogares
con presencia de adolescentes de 14 a 17, que
perteneciendo a los primeros deciles, cobran
menos AFAM-PE de las que potencialmente
podrían, o directamente no cobran ninguna.

Asimismo un 38,8 % de los menores de 14
a 17 del primer decil no asiste al sistema edu-
cativo, lo cual los vuelve no elegibles para
AFAM-PE, mientras que sucede lo mismo con
el 28,9 % de los adolescentes de esa edad en
el segundo decil. Se constata también que en
el primer decil el 23,8 % de los hogares con
menores de 14 a 17 cobran AFAM-PE por un
número menor de niños que el total, y un
15,9% en el segundo decil debido a la no soli-
citud del beneficio o su denegación por no
cumplir las condicionalidades (Tabla 4)
(Vigorito, 2013: 98). Finalmente podemos
observar que la modalidad de educación es-
colar es la que concentra por amplia mayoría
los beneficiarios de la transferencia, llegando
a un 77% del total de beneficiarios en el 2012
(Tabla 5), lo que denota los limites en la co-
bertura que establecen las condicionalidades
para secundaria.

Tabla 3. Hogares que no reciben AFAM-PE y tienen menores
(primeros dos deciles de ingreso)

Fuente: Vigorito, 2013: 97

3 Fuente:http://www.bps.gub.uy/7971/cruce_de_informacion_bps_%E2%80%93_anep
_sobre_asignaciones_familiares.html, acceso en: 25 de noviembre de 2014
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Si bien estos datos nos permiten apenas
acercarnos tangencialmente a la capacidad de
control y sanción de las condicionalidades, los
mismos muestran claramente que estos inci-
den en la cobertura de la prestación, sobre todo
de los menores entre 14 y 17 años, y en parti-
cular en el primer decil, en consonancia con
los niveles de asistencia a centros educativos
de estos sectores, y por tanto funcionan de
hecho como condicionantes al acceso de la
prestación.

Tal como señala Vigorito (2013), en estos
casos la función de la reducción de la pobre-
za y la indigencia se yuxtapone con el objeti-
vo de mediano plazo de aumentar el capital
humano de los adolescentes. Si tenemos en
cuenta que esta yuxtaposición se produce par-

ticularmente en el primer decil, son probable-
mente los hogares con mayores niveles de
vulnerabilidad y pobreza los que quedan por
fuera (total o parcialmente) de la transferen-
cia monetaria. Recordamos al respecto, para
medir el impacto de tal privación, que en pro-
medio el ingreso por AFAM-PE representaba
un 21,1% del ingreso de los hogares que lo
recibían en el primer decil hacia el año 2011.4

Señala así Vigorito (2013) que “la exigen-
cia de asistencia a centros educativos para
los niños mayores de 6 anos, podría estar en
conflicto con la capacidad de las prestacio-
nes de reducción de la pobreza e indigencia,
quedando fuera beneficiarios con fuertes ni-
veles de privación” (Vigorito, 2013: 99). La
tensión entre las funciones de la AFAM-PE

Tabla 4. Hogares con potenciales beneficiarios de 14 a 17 años
(primeros dos deciles de ingreso)

1

Tabla 5. Peso relativo de las modalidades de beneficiarios

Fuente: Vigorito, 2013: 97

Fuente: Vigorito, 2013: 85
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comienza entonces cuando las condicionali-
dades son controladas y sancionado su incum-
plimiento. No podemos negar tampoco el
aporte del ingreso de los deciles más bajos,
pero es necesario señalar nuevamente la lógi-
ca mínima de la transferencia, y por tanto re-
marcar la tendencia de que esta se constituya
como incentivo y no como fin en sí mismo.

En consonancia con lo dicho, el lugar asig-
nado en la matriz de bienestar no parece ser
el de sostener ingresos aceptables en los ho-
gares, sino mas bien fortalecer, mediante las
condicionalidades, el acceso a los servicios
universales. En este sentido, si las AFAM-PE
cumplen el papel de articulación asignado,
corren el peligro de dejar sin cobertura preci-
samente a quienes no están cubiertos por el
sistema tradicional.

Más allá de esto, no cabe duda que por la
cobertura lograda en los primeros deciles, así
como por el aumento de los valores en com-
paración a transferencias similares en el país,
la reforma de las AFAM-PE amplió el acceso
a mecanismos de protección para sectores
antes excluidos de la protección del Estado,
en particular para quienes no están insertados
en el mercado laboral formal. Sin embargo, la
protección en el corto plazo se ve limitada por
la lógica asumida por la política y su función
en la matriz de bienestar. En la última parte
del trabajo retomaremos alguna de estas dis-
cusiones al presentar las críticas que se pre-
sentan desde diversas perspectivas teóricas.

3. Algunos impactos de las AFAM-PE

Teniendo en cuenta la lógica con que fue
implementada la AFAM-PE, presentamos bre-
vemente algunos de los impactos que tuvo
sobre los objetivos esperados en sus dos ejes
de intervención. En lo que refiere al impacto
sobre la incidencia de la indigencia y la po-

breza, si analizamos los datos presentados por
Vigorito (2013: 124), encontramos que sin
AFAM-PE la primera aumentaría un 0,79%
en el total de los hogares y un 1,33% en los
hogares con menores de 18 años, y la pobreza
lo haría en un 1,47 % y 2,47 % respectiva-
mente.5  Si tenemos en cuenta que la indigen-
cia en el 2012 se situaba en el 0,3 % de la
población, sin las AFAM-PE el guarismo lle-
garía al 1,1 %, muy cercano al 1,4 % del 2007.

Según los resultados presentados por los
autores las transferencias no contributivas en
su conjunto (tomando en cuenta la AFAM-PE,
la TUS, y las pensiones de asistencia a la ve-
jez), reducen en un 10% la incidencia de la
pobreza, un 16 % su intensidad y un 23 % su
severidad. Por otro lado, el impacto más fuer-
te se ejerce sobre la indigencia, que se reduce
en un 64 %, 96 % y 137 % respectivamente
(Vigorito, 2013: 101). Por tanto, si bien no se
observa un impacto significativo sobre la po-
breza, muchos hogares logran igualmente
acortar su distancia a la línea de pobreza. Es
sin dudas sobre la indigencia que las AFAM-
PE tienen más impacto, lo que es coherente
con los niveles de los montos transferidos, y
su carácter de mínimo de subsistencia.

En relación a la dimensión educativa de
las condicionalidades, nos basamos en el In-
forme de la DINEM del 2013. Por un lado, no
se encontraron efectos en la matriculación y
asistencia en la enseñanza primaria, algo que
era de esperar dada la universalidad casi total
de la enseñanza en este nivel. En lo que res-
pecta a la asistencia a la enseñanza media, el
informe señala que el programa tiene efectos
positivos, ya que aumenta la probabilidad de
asistencia de los beneficiarios en relación a
quienes no reciben la transferencia. Sobre las
magnitudes de tal impacto el informe del MI-
DES (2013) señala que:

4 Para pensar el impacto de esta negación de la transferencia en las condiciones de vida de esta población, en la
sección final analizaremos brevemente la situación socio-económica de los primeros dos deciles.

5 Se trata de un ejercicio estático, donde se supone que los hogares no modifican su conducta laboral por recibir
la transferencia considerada (Vigorito, 2013: 10).
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Según el informe de evaluación de im-
pacto de las AFAM-PE realizado por el
IECON (2013) para el año 2012, la proba-
bilidad de asistencia al nivel medio aumen-
ta en 3%, mientras que según el estudio
realizado por el MIDES/IECON, para los
años 2008 y 2009 el efecto se encuentra
entre 7 y 11% (…) Según MIDES/IECON
(2012), el impacto del programa es de
mayor magnitud entre los adolescentes de
16 y 17 años (entre 14 y 18 %) y entre aque-
llos que tienen una trayectoria educativa
con rezago (DINEM, 2013: 154).

En cuanto a la dimensión de la salud, el
Informe del MIDES (2013) señala que no se
observan efectos del programa en la atención
sanitaria, lo que nuevamente es esperable dado
los altos niveles de cobertura en el país (MI-
DES, 2013: 154).

4. Los límites de las AFAM-PE

En este último punto presentamos algunas
críticas posibles a las AFAM-PE, teniendo en
cuenta que se enfatiza en las mismas el desa-
rrollo de capital humano dentro de sus objeti-
vos. Vale señalar que no se trata tanto de cri-
ticar el alcance de sus impactos, sino sobre
todo los límites que impone la estructura con-
creta que asumió la prestación, y por tanto la
lógica que la sostiene.

En primer lugar, traemos a colación las
ideas de Castel (1997) sobre las políticas de
inserción, que pueden darnos pistas sobre los
límites de las PTC como mecanismos de inte-
gración social. En tal sentido, vale recordar
que para Castel (1997) la cuestión de la inte-
gración social era nada más ni nada menos
que el “problema del lugar, de tener un lugar
en la sociedad, es decir a la vez, y correlati-
vamente, una base y una utilidad sociales”
(Castel, 1997: 428). Asimismo el autor seña-

la la preeminencia absoluta del trabajo asala-
riado como mecanismo central de integración,
que distribuye funciones interdependientes
creando fuertes lazos de solidaridad y mutuo
reconocimiento.6

Desde esta perspectiva, el autor diferencia
entre las políticas de integración y las de in-
serción, en tanto estas buscan generar meca-
nismos para recuperar un lugar legítimo en la
sociedad, es decir, integrarse. Estas últimas
(dentro de las que ubicamos a las PTC), de-
penden enteramente de la dinámica del mer-
cado laboral, ya que es el único ámbito que
genera los verdaderos mecanismos de integra-
ción, el trabajo asalariado. Vistas así, las PTC
se transforman en instrumentos de mediación,
que preparan a los individuos para un territo-
rio sobre el que no pueden influir directamen-
te, y por tanto adquieren un carácter netamente
residual.

Como señala Castel (1997), “las políticas
de inserción se detienen a la puerta de las
empresas” (Castel, 1997: 438), y por tanto
toda integración debe ser necesariamente a
través del trabajo asalariado. De no lograr las
políticas de inserción tal cometido, la inser-
ción pasa de ser una etapa a ser un estado. Se
pregunta al respecto Castel (1997), “¿qué
puede ser una inserción social que no desem-
boque en una inserción profesional? Una con-
dena a la inserción perpetua. ¿Qué es un in-
sertado permanente? Alguien a quien no se
abandona por completo, a quien “se acom-
paña” en su situación presente” (1997: 437).

La inserción como estado permanente
transforma a la transferencia en un acompa-
ñamiento, un suplemento de oxigeno para los
beneficiarios, que al decir de Castel, puede
contribuir a “evitar lo peor, al menos si se
piensa en el pasaje al acto de la violencia”
(Castel, 1997: 438), pero no constituye un
mecanismo de integración social. Vale seña-
lar además que el estatuto de insertado per-
manente, junto con la prueba de medios que

6 No se trata solo de ingresos, sino de lograr pertenecer a la sociedad. Al decir de Castel “el trabajo sigue siendo
una referencia no solo económica sino también psicológica, cultural y simbólicamente dominante” (Castel, 1997:
454).



133

requiere la focalización de estas políticas,
puede generar fuertes procesos de estigmati-
zación sobre sus beneficiarios que los alejen
aun mas de los mecanismos de integración de
los que no logran formar parte.

En el caso que nos concierne, las AFAM-
PE buscan a través de las condicionalidades
en educación mejorar en el mediano y largo
plazo las oportunidades de los sectores más
vulnerables a integrarse en el mercado labo-
ral, y por tanto, a los mecanismos de solidari-
dad en términos de Castel (1997). Esta pre-
eminencia de la idea de las capacidades sobre
la función de ingresos puede resultar en la
negación de la situación aún acuciante de gran-
des sectores de la población, en nombre de
mejoras a mediano y largo plazo a partir de
cambios en las habilidades individuales.
En este sentido, tanto Barba (2011) como
Leguizamón (2011) critican a estas políticas
a partir del supuesto básico que la sostiene,
es decir, la suposición de que mejorar el capi-
tal humano asegura de por sí insertarse satis-
factoriamente en el mercado laboral y exten-
der las capacidades individuales (en términos
de libertad de elección como decía Sen, 2000).
Señala Barba (2011) que esta perspectiva parte
desde un escenario ilusorio, “donde los indi-
viduos viven sus vidas al margen de relacio-
nes y restricciones económicas, al margen de
riesgos sociales, en economías estables don-
de el crecimiento genera oportunidades de
ingreso suficientes y de buena calidad” (Bar-
ba y Valencia, 2011: 206) y por tanto, trabajo
para quien este capacitado. En este marco
ideal, “el discurso de las capacidades consi-
dera que basta intervenir sobre el capital hu-
mano de los individuos para que éstos, sa-
nos, mejor alimentados y escolarizados, pue-
dan hacer frente al mercado” (Barba y Va-
lencia, 2011: 206).

La formación en capital humano es por
tanto el aspecto clave en las posibilidades de
aprovechar las oportunidades que vayan sur-
giendo en el mercado, depositando la respon-
sabilidad de la reproducción de la pobreza en
las prácticas familiares e individuales, y en
sus posibilidades de desarrollar sus capacida-
des. Si se considera sin embargo que la po-
breza es principalmente resultado de la diná-

mica del mercado laboral, y que estos secto-
res más que excluidos se encuentran explota-
dos por el mismo, las políticas de inserción se
tornan programas de “autogestión de la po-
breza” que, pregonando la integración, en ver-
dad ocultan las verdaderas causas de la po-
breza, responsabilizando a los individuos por
su situación (Leguizamón, 2011).

La perspectiva de las capacidades recono-
ce a su vez el derecho de los hogares a tener
niveles mínimos de subsistencia, así como
servicios básicos en salud y educación. Es que
asegurados estos mínimos, el individuo es res-
ponsable del desarrollo de sus capacidades y
por tanto de su situación. El Estado interven-
drá por tanto para asegurar los mínimos, y a
lo sumo para fomentar el desarrollo del capi-
tal humano y social del individuo, así como
empoderarlo para que pueda por si mismo
aprovechar las oportunidades del mercado.

En el caso de las AFAM-PE, además del
carácter mínimo de su valor, que impacta en
particular sobre la indigencia y no sobre la
pobreza, el público objetivo seleccionado
(menores de 18 años en situación de vulnera-
bilidad social) denota el carácter de respon-
sabilización individual de su concepción de
la pobreza, ya que se interviene sobre aque-
llos que todavía no son responsables de sus
actos, y por tanto es legitimo asistirlos en el
desarrollo de su capital humano. No son ele-
gibles para el beneficio en cambio los adultos
en edad activa, quedando estos relegados a
los sistemas de protección tradicionales. Es
tal vez en el caso de los hogares con adultos
entre 18 y 65 años sin menores a cargo el ejem-
plo claro de que esta exclusión de los meca-
nismos de protección social no contributiva
responde al énfasis sobre las capacidades.

A este respecto es interesante pensar que
la TUS, en tanto transferencia no contributi-
va sin condicionalidades, se constituye como
una política para intervenir sobre la extrema
pobreza, y por tanto, en busca de asegurar un
mínimo biológico de subsistencia mientras el
individuo busca mejorar su situación en el
mercado laboral. En este sentido la lógica de
la TUS es complementaria a la de la AFAM-
PE: mientras que con los menores pobres el
objetivo es fortalecer sus capacidades a la vez



134

que asistir en los mínimos de subsistencia,
para los adultos la asistencia es legítima en
niveles aún mas mínimos, ya que estos pue-
den y deben hacerse responsables por mejo-
rar su situación. En este sentido, para
Leguizamón (2011), para estas políticas “no
se trata de aumentar el bienestar de los ciu-
dadanos, sino de mantener a los trabajado-
res, los no trabajadores (desempleados,
inempleables, precarizados “inútiles para el
mundo”) y los ciudadanos en un umbral, en
la línea de flotación de la vida” (Leguizamón,
2011: 257).

En este sentido, las AFAM-PE buscan ase-
gurar apenas niveles biológicos de existencia,
que de hecho no tienen efectos
desmercantilizadores relevantes sobre los ni-
veles de vida de sus beneficiaros. Los impac-
tos en el corto plazo por tanto se diluyen, que-
dando tan solo el incentivo como verdadero
objetivo de la transferencia monetaria. Vale
preguntarse si estas características de la trans-

ferencia no hacen más que reproducir, indi-
rectamente, la lógica de las transferencias con-
tributivas, en tanto protegen a aquellos que
están fortaleciendo su capital humano para en
un futuro insertarse mejor en el mercado la-
boral, excluyendo a quienes abandonan el sis-
tema educativo (como la mayoría de los ado-
lescentes de los dos primeros deciles) y por
tanto, a quienes se separan de la trayectoria
esperable hacia el trabajo formal.

Asimismo, teniendo en cuenta los niveles
de pobreza que aún persisten en el país a pe-
sar de una década de crecimiento sostenido,
en particular en los sectores beneficiarios de
las AFAM-PE (Tabla 6), vale cuestionar jun-
to con Leguizamón (2011) la biologización del
mínimo de vida de la AFAM-PE, en cuanto
continua responsabilizando a los pobres por
su situación, en lugar de reivindicar y legiti-
mar la asistencia como un derecho, más allá
de las responsabilidades de los individuos por
formarse y capacitarse.

Tabla 6. Indicadores socio-laborales población con AFAM-PE y población total. 2012

Fuente: DINEM, 2013: 48

En tal sentido, si bien Castel (1997) seña-
la la falacia de la integración en la condición
de insertado permanente, vale preguntarse si
no es viable en el contexto de la matriz de

protección de Uruguay legitimar una presta-
ción que vaya más allá de los mínimos de sub-
sistencia, y que busque impactar en la pobre-
za, y no tan solo en la indigencia. Para forta-
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lecer el eje de ingresos sin embargo no basta
con un aumento en el monto, sino que se de-
bería redefinir su población objetivo, así como
el papel de las condicionalidades.

Es que de la misma forma que con estas
últimas, la función de sostener ingresos solo
se lograría en plenitud al precio de eliminar
las sanciones de cobertura por incumplir las
condicionalidades, lo que equivale a decir que
estas no se tomarían en cuenta. La tensión
entre los dos ejes surge así cuando uno de ellos
adquiere protagonismo. En ese sentido, las
AFAM-PE tienen un papel claramente defini-
do, que podría ser complementado con otra
transferencia no contributiva que escapara al
carácter biologicista de la TUS.

A través de estas críticas pretendimos de-
linear alguno de los límites de la AFAM-PE
como instrumento para superar la pobreza, ya
sea por la lógica política que la guía (como
señalan Leguizamón, 2011, y Barba y Valen-
cia, 2011), o por su dependencia con el fun-
cionamiento del mercado laboral, único ca-
paz de ofrecer sostenes de integración reco-
nocidos (en la perspectiva de Castel, 1997).
Teniendo en cuenta estos límites y los objeti-
vos que asumió la política a partir de su lógi-
ca e intervención, queda claro el carácter re-
sidual que asume la AFAM-PE en la matriz
de bienestar, así como en referencia a las con-
diciones de reproducción social de los indivi-
duos en situación de pobreza, asumiendo un
rol biologicista en su función de asistencia, y
de mediación a mediano y largo plazo, en la
función de integración social. La AFAM-PE
parece así consolidarse como una política sub-
sidiaria a las políticas de servicios universa-
les y a la dinámica del mercado laboral, y en
definitiva, como parte de la malla de protec-
ción y promoción mínima, tal como fue con-
cebida en la RAIS.

Consideraciones finales

Teniendo en cuenta el análisis realizado a
lo largo del artículo, nos preguntamos final-
mente cuales son las razones que impiden ir
más allá de la asistencia a la emergencia, es
decir, que impide superar las políticas no con-

tributivas que se presentan al decir de Vilas
(1995) como la ambulancia que recoge a las
víctimas de la economía, y que por tanto no
hacen más que afianzar la importancia del
mercado laboral, y de sus ciclos de bonanza y
crisis. Creemos que es un grave error evitar
formularse esta pregunta bajo el pretexto de
invocar el crecimiento económico continua-
do, y los niveles de empleo y de ingreso. Es
que de lo que se trata es de pensar en matrices
de bienestar que aseguren, en forma de dere-
chos, niveles de vida dignos más allá del mer-
cado laboral, ya sea en épocas de crisis o de
crecimiento económico.

En este sentido, diversos autores (entre los
que mencionamos a modo de ejemplo a Mirza,
Lo Vuolo y Bauman), señalan que una de las
posibilidades refiere a instaurar una renta bá-
sica universal de carácter incondicional, que
se presente como derecho de todos los ciuda-
danos más allá de su condición. Sin ir tal vez
tan lejos, es menester preguntarse en las posi-
bilidades de transformar las AFAM-PE, tal vez
junto con la TUS, en transferencias moneta-
rias que aseguren impactos más profundos
sobre la pobreza. No pretendemos analizar la
viabilidad económica y política de tal propues-
ta, pero si cuestionar las lógicas que impiden
siquiera preguntarse sobre tal posibilidad.

Desde la viabilidad económica, Vigorito
(2013) realiza una estimación del incremento
presupuestal que conllevaría aumentar el mon-
to de la AFAM-PE de los $700 base del 2007,
a $1600, ubicándolo en un incremento del
0,335% del PBI en el 2011, llegando en total
al 0,705% del PBI (Vigorito, 2013: 108). Si
bien es tan solo un ejemplo, demuestra que
no es impensable, económicamente, aumen-
tar los montos considerablemente, lo que ade-
más, de mantenerse las condicionalidades,
actuaría incluso como incentivo más eficien-
te para mantener a los adolescentes en el sis-
tema educativo.

En este sentido, lo que tal vez impone el
limite más importante a cambios relevantes
en los montos y las condicionalidades es la
lógica que sustenta la asistencia hacia los po-
bres, y por tanto, la viabilidad política de ta-
les propuestas. En este sentido, es interesante
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traer a colación las ideas de Bauman (1999)
sobre la ética del trabajo, y sus consecuencias
sobre la concepción de la pobreza y la asis-
tencia social. El autor llama la atención acer-
ca del valor intrínseco que la modernidad da
al trabajo, y la relevancia que adquiere en los
juicios morales que la sociedad hace sobre los
pobres y su derecho a recibir beneficios, se-
parando entre pobres merecedores y no
merecedores (Bauman, 1999: 103).

Desde esta ética, que valoriza en primer
lugar el esfuerzo, son los pobres los que de-
ben dar el primer paso y demostrar que quie-
ren ser reinsertados en la sociedad (Bauman,
1999: 110). En este sentido, las condicionali-
dades denotan el interés del pobre por mejo-
rar su situación, lo que lo hace merecedor de
la asistencia del Estado, en tanto continúe es-
forzándose. La ética del trabajo sirve así como
evaluación moral de los pobres, y quien no la
supera se coloca mas allá de toda obligación
de la sociedad, y por tanto, por fuera incluso
de la lástima (Bauman, 1999: 121). En el caso
que nos concierne, quien no cumpla con su
cuota de esfuerzo solo será beneficiario de la
TUS, en caso de que se encuentre realmente
en peligro de subsistir.

La ética del trabajo establece así un límite
moral a la expansión de las transferencias mo-
netarias, que refuerzan a su vez la centralidad
del trabajo, tanto como mecanismo central de
reproducción como de integración social, tal
como dice Castel (1997). Sin embargo, vale
preguntarse si la coyuntura nacional de la úl-
tima década no permite cuestionar, al menos
en parte, la hegemonía de estas ideas, dada la
legitimidad alcanzada por las AFAM-PE, y por
el Frente Amplio, que alcanzó en el 2014 su
tercer periodo de gobierno consecutivo con
mayorías parlamentarias.

Es que si la idea clásica del Estado de bie-
nestar ha sido garantizar niveles de vida acep-
tables, a partir de la adscripción del estatus
de ciudadanía, y tal como menciona Lo Vuolo
(1998), está ya no puede asegurarse únicamen-
te en base al trabajo formal, es necesario plan-
tear y discutir caminos para fortalecer políti-
cas sociales disociadas del trabajo, sin que ello
quite la importancia de fortalecer las políti-
cas laborales y los servicios universales.

No queremos con esto quitar importancia
a la advertencia de Castel (1997) sobre el pe-
ligro de crear un estatuto de insertados per-
manentes, pero si dejar planteado si es acep-
table como sociedad mantener a ciertos sec-
tores sociales en situación de extrema pobre-
za, en la espera de lograr que se integren a la
sociedad salarial y sus mecanismos de pro-
tección social. Si como menciona Leguizamón
estos no están por fuera, sino que están bajo
condiciones extremas de explotación, será
necesario tal vez invertir el orden de los fac-
tores, subsumiendo la lógica promocional a
la asistencial, consolidando a esta cómo un
derecho y no como una dádiva a los pobres
merecedores.

Como dijimos anteriormente, nos encon-
tramos en un periodo histórico que permite
plantear tales posibilidades, y no hacerlo, bajo
el pretexto de las mejoras logradas, o del emi-
nente estancamiento económico, puede signi-
ficar perder una buena oportunidad para con-
solidar políticas no contributivas con grados
mayores de desmercantilización. En este sen-
tido, Mirza señala justamente que si “las se-
millas de una renta básica universal incondi-
cional tienen campo fértil para crecer a lar-
go plazo en determinados contextos políticos,
culturales y económicos; es preciso en con-
secuencia promover y provocar el debate se-
rio y responsable en esta dirección” (Mirza,
2010: 27).

Las posibilidades de tal debate parecen aún
escasas, y dependerán por completo de insta-
lar tales cuestionamientos en los ámbitos de
negociación y discusión de los actores políti-
cos y socio-económicos sobre los mecanismos
de integración y protección social. En este
sentido, los impactos analizados en las AFAM-
PE, así como los límites que impone su con-
cepción de la pobreza y la estructura de su
prestación, buscan fomentar el debate sobre
las políticas de protección no contributiva que
busquen desmercantilizar las necesidades
(más allá de niveles de subsistencia), de la
dinámica del mercado laboral.
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